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Malabares para buscar espacios 
Riesgosa saturación de cárceles 

• Cuatro penales ya no pueden recibir más prisioneros 
Irene Vizcaíno ivizcaino@nacion.com  Lunes 13 de enero, 2003.
Las cárceles del país amanecieron hoy repletas, igual que ayer y los días pasados. El último conteo oficial daba 6.537 reclusos; es decir, 673 más sobre la capacidad de los penales, que es de 5.864. 

Hoy, también, la Dirección General de Adaptación Social –que maneja todas las prisiones– tendrá que hacer malabares para ver dónde coloca al imparable flujo de detenidos. 

La situación es complicada porque ya hay cuatro penales que por orden de jueces no pueden recibir más reos sobre su capacidad permitida. 

	Además:
  Primeros efectos 
  Promueven menor uso de prisión 
Fotos/Infos
  Sin cupo 
  En números 


Son los casos de Liberia, Puntarenas, San Ramón y, el último, la Unidad de Admisión de San Sebastián, donde la orden llegó desde el 18 de diciembre y da plazo de tres meses para desaturarla. 

El cupo lleno o en exceso es algo que se repite en los 16 centros de atención institucional (es decir, de detención cerrada) con que cuenta el país. 

Por ahora, las soluciones están igual que los detenidos: en prisión, porque no hay, a corto plazo, una salida de fondo al problema. Solo medidas de solución temporales, que a su vez, ponen en riesgo la seguridad en los diversos penales. 

Por ejemplo, ante la saturación, Adaptación Social –dependencia del Ministerio de Justicia– ya no puede tomarse el tiempo para hacer una evaluación a fondo de las condiciones de cada reo. 

De ahí que algunos podrían estar bajo medidas de resguardo poco exigentes, como fue el caso de Óscar Molina Membreño. 

Este sospechoso de violación huyó del centro San Rafael, en Alajuela, el 3 de enero. Él debía haber estado preso en San Sebastián pero, por la prohibición de llevar más gente a ese sitio, fue enviado a uno menos seguro. 

Además, entre más saturado está un penal, más inseguro se vuelve pues es más difícil y costoso el control de los presidiarios. Pero no solo eso. Las posibilidades de movimientos de protesta interno aumentan. 

Ante la saturación, también se está dando una práctica nada usual, que preocupa al director del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), Jorge Rojas. Él dijo que algunos detenidos pasan varios días en los calabozos del OIJ, cuando esas celdas son de paso. 

Rojas y el ministro de Seguridad, Rogelio Ramos, comparten el temor de que la sobrepoblación penal obligue a las autoridades de Justicia a otorgar libertad a personas que en otras circunstancias no hubieran recibido beneficios. “Sería trasladarle a la sociedad un problema mayor”, dijo Rojas. 

Empero, la ministra de Justicia, Patricia Vega, y el director de Adaptación, Guillermo Arroyo, rechazaron la posibilidad. 

Soluciones a plazos 

Como respuesta inmediata, Adaptación Social dispondría a fines de enero con 90 cupos en el centro Gerardo Rodríguez, en lugares que ahora son aulas. 

Para marzo estarían dos módulos prefabricados en el centro San Rafael, donde podrían acomodar hasta 120 personas, lo mismo que la reunificación de los centros cerrados de Cartago, que permitiría contar con 40 lugares. 

A mediano plazo la respuesta la daría el plan de construcciones 2003-2004 acerca del cual no fue posible precisar y están a la espera del fallo de la Sala Constitucional sobre la posibilidad de que una empresa privada construya y administre la cárcel de máxima seguridad en Pococí de Limón. 

Empero, para Justicia, igual que para otros sectores consultados, la respuesta definitiva es un uso más racional de la prisión y una consolidación de las medidas alternativas. 

Una solución permanente es apremiante ante el 7,7 por ciento anual que crece la población penal, sin contemplar el impacto de la reforma al Código Penal en materia de contravenciones. 

Costa Rica es el segundo país de América Latina en crecimiento de reos: entre 1992 y 1999 se incrementaron en 99 por ciento. 

Primeros efectos 

• Las restricciones de ingreso en cuatro centros penales, especialmente en la Unidad de Admisión de San Sebastián, ya comenzaron a producir efectos negativos: 
Los reos permanecen hasta tres días en las celdas del OIJ que son cárceles de paso, donde no pueden recibir visitas ni están aptas para “vivir”. 

La ubicación de internos en cárceles fuera del Valle Central, como Ciudad Quesada, implica mayores costos de transporte para el OIJ y obliga a reforzar la seguridad. 

Impide a Adaptación Social realizar el estudio y perfil delictivo de cada reo, que se hace en San Sebastián. De ahí que reos que deben estar bajo mayor vigilancia pueden ser llevados a sitios de menor contención, como se dio con el preso fugado el 3 de enero del centro San Rafael. 

Aumenta los efectos negativos de la prisión pues con el traslado a centros lejanos los desvincula de las familias y dificulta el acceso a su defensor. 

Saturó los espacios que normalmente las autoridades carcelarias mantienen libres en La Reforma ante la posibilidad de conflictos internos o en otra cárcel. 

Fuente: OIJ y Dirección de Adaptación Social. 

Promueven menor uso de prisión 

A pesar de leyes recientes que castigan más delitos con prisión o elevan las penas ya existentes, distintos sectores concuerdan en que la única solución que podría poner fin a la cíclica crisis carcelaria es racionalizar el uso de la pena privativa de libertad. 

Así lo manifestaron representantes de la Asamblea Legislativa, del Poder Judicial, la Defensoría de los Habitantes y, por supuesto, del Ministerio de Justicia. 

“La administración anterior (1998-2002) hizo un esfuerzo grande en infraestructura, esa es una alternativa que no se puede obviar, pero es cara y nunca va a dar abasto”, explicó la diputada liberacionista y exjerarca de Seguridad Pública, Laura Chinchilla. 

Para ella, la idea fundamental ante el panorama es echar mano de la prisión solo para castigar los delitos más perjudiciales para la sociedad, además de una acción preventiva con mejores cuerpos policiales y de inteligencia. 

La definición de una política criminal y carcelaria es para el jefe de fracción socialcristiano, Mario Redondo, uno de los asuntos de la agenda nacional que no se puede postergar, sobre todo en momentos en que se discute en el Congreso la reforma total al Código Penal, que crea penas alternativas a la cárcel. 

“Hay que buscar diferentes opciones, no todo el que comete un error es mente criminal”, expresó. 

El vicepresidente de la Corte Suprema de Justicia, Alfonso Chaves, y el defensor adjunto de los Habitantes, Max Esquivel, son contundentes al criticar la ausencia de una política criminal en Costa Rica, que se solventa con “esfuerzos aislados” y reformas contradictorias como la conversión de contravenciones en delitos, sin medir el impacto que podría tener en el sistema carcelario al no dar al Ministerio de Justicia los fondos para enfrentar el cambio. 
